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Fallo Nro.: -12562-            Fecha: 10 de Marzo de 2023
Tribunal: STJ - SECRETARIA DE TRAMITES
Carátula: "INDUSTRIAL AND COMMERCIAL BANK OF CHINA (ARGENTINA) S.A.U. C/
PROVINCIA DE FORMOSA S/ ORDINARIO"
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
FORMOSA, diez de marzo de dos mil veintitrés. VISTO: Este expediente caratulado: "INDUSTRIAL AND
COMMERCIAL BANK OF CHINA (ARGENTINA) S.A.U. C/ PROVINCIA DE FORMOSA S/
ORDINARIO" -INC. DE SUSPENSIÓN DE LA EJEC. DEL ACTO ADMINISTRATIVO-, Expte. Nº 55 - Fº
Nº 112 - Año 2021, registro de la Secretaría de Trámites Originarios del Excmo. Superior Tribunal de Justicia,
venido al Acuerdo para resolver conforme lo dispuesto en pág. 54 y; CONSIDERANDO: a. Que, interpone la
parte actora, a través de su apoderado, el Sr. Pablo Garbate, con el patrocinio letrado del Dr. Mauro Hernán
Gallagher, medida cautelar en los términos del art. 21 y concordantes del Código Procesal Administrativo
-CPA- a fin de que se ordene a la Dirección General de Rentas (DGR) y/o el Ministerio de Economía de la
Provincia de Formosa que suspendan los efectos y la ejecución de la Resolución General -RG- Nº 25/18 de la
DGR, de la normativa y actos complementarios a la misma y las siguientes Resoluciones Nros. 6328/2020 y
1712/19; se abstengan de iniciar y/o suspendan todo trámite o acción administrativa y/o judicial tendiente a
exigir a su representada que actúe como agente de recaudación en el marco del régimen, de cursar reclamos
y/o instruir sumarios y/o de solicitar y trabar medidas contra su mandante por la falta de actuación como
agente de recaudación en el marco del régimen, todo hasta tanto se dicte sentencia definitiva (pág. 32). b. Con
respecto a la verosimilitud del derecho se remite a lo expuesto en el capítulo V de la demanda, donde sostiene
que al dictarse la Resolución Nº 6328 y los actos administrativos predecesores se incurrió en múltiples
arbitrariedades que deben conducir a su declaración de nulidad; que las resoluciones resultan ilegítimas por
haberse fundamentado en una normativa inconstitucional; así, la RG N° 25/18 viola el principio de
territorialidad, afecta el principio de legalidad que rige en materia tributaria, incumple con los requisitos de
validez para establecer una carga pública, resulta contraria al principio constitucional de Cde. Expte. Nº 55/21
? reg. Secretaría de Trámites Originarios STJ razonabilidad y representa una violación de la "cláusula de
comercio" y otros principios constitucionales e intromisión en facultades del Banco Central de la República
Argentina -BCRA-. b.1 Así, en cuanto a la nulidad de las resoluciones por falta de fundamentación, expresa
que la Dirección General de Rentas ha manifestado que tiene facultades normativas para designar como
agentes de recaudación del Impuesto sobre los ingresos brutos ?ISIB- a sujetos que no revisten el carácter de
contribuyentes en el ámbito provincial y que no registren sustento territorial dentro de esa jurisdicción y que
se encuentra en condiciones de nominar como agente de retención o percepción a cualquier sujeto que
intervenga en operaciones o actos que pudieran hallarse alcanzados por el ISIB. Que los demandados -DGR y
Ministerio de Economía- no han motivado sus resoluciones lo que provoca su nulidad. Que, por otra parte, no
han analizado cuestiones que resultaban esenciales a los efectos de brindar una solución correcta, tales como el
principio de legalidad, la garantía de la razonabilidad y el compromiso asumido por la Provincia de Formosa
al adherir mediante la Ley Provincial Nº 1.659 al Consenso Fiscal aprobado por la Ley Nacional Nº 27.429.
b.2 Con relación a la violación del principio de territorialidad, argumenta que la Dirección General de Rentas
pretende alcanzar e incorporar dentro del régimen, en calidad de agentes, a sujetos que no desarrollan
actividad comercial ni tienen presencia física de ningún tipo en el territorio provincial, consistiendo ello en
establecer una carga pública tributaria a sujetos que se encuentran extramuros de sus fronteras. b.3 Con
respecto a la violación del principio de legalidad, sostiene que corresponde al Poder Legislativo de la
provincia dictar de manera excluyente y exclusiva las normas que establecen los tributos y fijan sus elementos
esenciales, entre los que se encuentran los sujetos. En cambio, la Dirección General de Rentas, mediante la RG
N° 25/18, crea un nuevo sujeto, que serían los agentes de retención que, sin sustento territorial en la provincia,
deberán practicar la recaudación, por ello, su mandante se convierte en sujeto pasivo de la relación jurídica
tributaria por título ajeno, ya que debe efectuar la retención del ISIB y Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría
de Trámites Originarios STJ luego ingresar la suma recaudada a las arcas provinciales o, en su defecto, debe
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responder con su propio patrimonio en carácter de responsable solidario por las retenciones no practicadas o
practicadas parcialmente y, además, es susceptible de recibir múltiples sanciones por parte de la DGR. Su
designación debió ser establecida por una ley en sentido formal, ya que de otro modo se habilitaría a la
Dirección General de Rentas o al Ministerio de Economía a determinar quiénes revisten el carácter de
responsables solidarios de deudas tributarias. La DGR indicó que la RG N° 25/18 fue dictada en función de la
delegación legislativa prevista en el art. 13 del Código Fiscal, que determina que el Organismo tendría
facultades para disponer qué personas y en qué casos intervendrá como agentes de retención y/o percepción,
pero esa supuesta norma delegante no cumplimenta los requisitos de procedencia detallados en la Constitución
Nacional, la Constitución Provincial y por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y del
Excmo. Superior Tribunal de Justicia. b.4 En cuanto a la violación del principio de razonabilidad, expone que
designar y encomendar a un Banco de extraña jurisdicción, que no posee conexión territorial con la provincia,
la gravosa tarea de actuar como agente de recaudación del ISIB, representa un sacrificio que rebasa el límite
exigible, superior al gravamen ordinario de este tipo de cargas públicas y por tal, vulnera el principio de
razonabilidad y el de seguridad jurídica; máxime si se advierten las consecuencias económicas que acarrea a
su mandante, perjuicios económicos actuales y potenciales para los obligados a retener y/o percibir. En primer
lugar, por los costos administrativos y de organización, gastos que no poseerían retribución o compensación
afectando su derecho de propiedad; por otro lado, están expuestos a los reclamos económicos por las
recaudaciones no ingresadas como responsables solidarios de las deudas del contribuyente principal y a
gravosas sanciones económicas. b.5 Por último, sostiene que la situación descripta altera la regulación del
comercio y genera una intromisión en facultades del BCRA de regulación del funcionamiento del sistema
financiero. Además, afirma que no existe contradicción con lo manifestado por la DGR respecto a que la
actora ya habría ingresado recaudaciones como agente de retención Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría de
Trámites Originarios STJ del ISIB en el ámbito de la provincia por otros regímenes, pero alega que ello no
inhibe la posibilidad de que se pretenda cuestionar la RG N° 25/18. No existe una contradicción que evidencie
una violación a la doctrina de los actos propios, ya que las retenciones ingresadas por su mandante y a las
cuales la demandada hace referencia, fueron depositadas en cumplimiento del régimen del Sistema de
Recaudación y Control de Acreditaciones Bancarias (SIRCREB) regulado por la Comisión Arbitral, que
resulta un marco jurídico distinto. c. Con respecto al peligro en la demora, funda que se encuentra configurado
por la posibilidad de que la provincia le reclame como responsable solidario el importe que no retenga en
concepto del ISIB; que se le apliquen sanciones por no actuar como agente de retención, las cuales pueden ser
multa y clausura, multas formales y materiales que podrían ascender hasta el cien por ciento (100%) de los
importes no recaudados por la supuesta comisión de la infracción; que la provincia recurra a la justicia
provincial para solicitar la traba de medidas cautelares contra su representada por la falta de aplicación del
régimen y porque se somete a su mandante a incurrir en costos administrativos para readecuar su organización
interna y los sistemas informáticos/procesos a fin de dar cumplimiento a su designación como agente de
recaudación. Sigue manifestando que, la ejecutoriedad de las resoluciones fundadas en la RG N° 25/18
causará graves daños a su representada y a los usuarios del sistema financiero generando, entre otras
cuestiones, recaudaciones del ISIB que exceden los límites territoriales de la Provincia de Formosa y que
derivarán en reclamos individuales o colectivos de clientes contra su mandante. d. En págs. 50/53 se presenta
la parte demandada -Provincia de Formosa- a través de la Dra. Lissie Carol Insfrán, Procuradora de la Fiscalía
de Estado de la Provincia de Formosa, en representación de la Dirección General de Rentas, con el patrocinio
letrado de la Sra. Fiscal de Estado, Dra. Stella Maris Zabala a evacuar el traslado sobre el pedido de
suspensión de la ejecución del acto administrativo y principia diciendo que el incidentista no cumple con los
recaudos procesales del art. 22 del CPA que establece que "Procederá la suspensión cuando "prima facie" la
disposición sea nula o pueda producir un daño grave si apareciese como Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría
de Trámites Originarios STJ anulable". Atento a ello, manifiesta que el acto administrativo cumple con todas
las exigencias legales para su dictado y goza de la presunción de legitimidad y de ejecutoriedad. Relata que el
accionante no expresa cuál es el daño grave que podría fundar la cautelar peticionada y que no hay siquiera un
interés legítimo porque el Banco, por conformar el SIRCREB, de hecho actúa como agente de recaudación
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bancaria y no acredita que existan supuestas demandas en el marco de procesos colectivos; por ello, se puede
afirmar que el actor pretende una medida cautelar ante un "supuesto" no generado ni mucho menos acreditado.
Que no existió daño, mucho menos grave, sino que se está ante resoluciones internas que guardan estrecha
relación con convenios multilaterales en el marco de acuerdos suscriptos y que en nada modifican la relación
de la DGR con la entidad financiera demandante. Que con respecto a la verosimilitud del derecho, no se
encuentra acreditada, ya que el Banco no indica en forma detallada con qué argumentos y pruebas funda tal
extremo, siendo que se requiere un daño concreto y grave y la actora solo refiere a supuestas pretensiones.
Con referencia al peligro en la demora, sostiene la Fiscalía de Estado que se basa en supuestos y no en hechos
concretos, por lo que la petición en dichos términos resulta manifiestamente inadmisible. Sigue diciendo
respecto a las resoluciones impugnadas, que la actora pretende hacer derivar la obligación de la normativa
local que surge en el año 2004, en el ámbito de los organismos del Convenio Multilateral (el cual interviene en
cuestiones relacionadas a los contribuyentes comprendidos en dicho régimen por ejercer actividades
alcanzadas por el IIB en dos o más jurisdicciones); que las provincias acordaron un Sistema de Recaudación y
Control de Acreditaciones Bancarias (SIRCREB) con la finalidad de facilitar y homogeneizar los regímenes
de recaudación bancaria existentes en todas las provincias en relación a los contribuyentes del Convenio
Multilateral, de modo tal que los Bancos realizan una sola detracción o recaudación de importes acreditados en
las cuentas de los contribuyentes incluidos en un padrón confeccionado por el SIRCREB, en base a
información proporcionada por los Fiscos, y luego el Comité SIRCREB, procede a distribuir el monto
recaudado a cada una de las jurisdicciones en las cuales el contribuyente Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg.
Secretaría de Trámites Originarios STJ se encuentre inscripto; es decir, que todas las entidades financieras
estén o no inscriptas ante el Fisco de la Provincia de Formosa, cuenten o no con sucursales o filiales en
territorio provincial, actúan como agentes de recaudación; y aclara que este régimen especial difiere de
muchos otros, pues el agente desconoce para qué Fisco irán distribuidos los montos recaudados, ya que de ello
se encarga el Comité SIRCREB, que tiene a su cargo la distribución posterior de lo recaudado. Sostiene que
no existe un nuevo régimen como argumenta la actora, sino un reordenamiento de los textos normativos, ya
que la Resolución General Nº 25/18 fue dictada por la Dirección a fin de unificar en un solo texto legal el
régimen de recaudación bancaria reglamentado en la RG Nº 62/2002 y el aplicable a los contribuyentes del
Convenio Multilateral fijado por la Resolución N° 03/2004; que son las normas del Convenio Multilateral las
que determinan la posibilidad de que existan contribuyentes que tengan asiento principal en una jurisdicción y
ejerzan actividad en otra, sin exigir la existencia de una sucursal como erróneamente afirma la actora. Por
último, alega que, con anterioridad a la RG N° 25/2018, la entidad financiera actuaba como agente de
recaudación en el marco del régimen SIRCREB, sin haber formulado objeción alguna y que si bien no registra
inscripción en el ISIB ante este Fisco, en el Régimen del Convenio Multilateral, la entidad bancaria comenzó a
actuar como agente de recaudación a partir del período 10/2006, resultando infundada entonces su pretensión
en su supuesta condición de sujeto no inscripto ante el Fisco. Y, justamente, el SIRCREB está diseñado para
facilitar la tarea del agente de recaudación; no existen dos procedimientos, no se trata de dos declaraciones
juradas, el agente solo debe limitarse a consultar el padrón proporcionado por el SIRCREB y aplicar las
alícuotas que así se indican, por ende, no existe carga pública desproporcionada ni la supuesta nula
vinculación con la Provincia de Formosa. e. Ingresando al análisis sobre la procedencia o no de la suspensión
del acto administrativo peticionado, debemos partir de lo preceptuado por el artículo 22 del Código Procesal
Administrativo. Así las cosas, la suspensión de la ejecución de las decisiones administrativas procede cuando
prima facie -a primera vista- la Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría de Trámites Originarios STJ disposición
que se impugna sea nula o pueda producir un daño grave si apareciese como anulable; lo que implica que el
ámbito de aplicación del supuesto contemplado en la norma debe evaluarse con criterio restrictivo (conf. STJ
Formosa Fallos Nros. 6890 "Lugo, Hugo"; 6906 "Torales, Edgardo"; 6916 "Amarilla, Juan"; 6917 "Medina,
Orlando; 6918 "Subeldia, Eduardo"; 7066 "Nicastro, Sergio", todos del año 2004, entre otros). Es por ello
requisito esencial, que la cautelar solicitada ?sin mencionar los que le son propios? no perjudique el interés
público, debiendo decretarse con carácter excepcional, y donde resulta que el peligro en la demora de la
resolución final debe ser irreparable. Si bien la ley ritual aplicable prevé la posibilidad de las partes de solicitar
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las medidas cautelares en cualquier estado del juicio y aún antes de que se declare expedita la vía judicial,
dicha medida producirá las mismas consecuencias que la suspensión provisional del acto administrativo, tal
como lo sostuviera en el voto en disidencia (STJ Fsa. Fallos Nros. 11.055/16 "Nozzi, Lucas", 11.566/18
"Mendoza, María" y 11.722/19 "Peña, Juan Carlos"). Teniendo en cuenta que en el caso que nos ocupa la
actora sostiene que se dan violaciones al principio de territorialidad, principio de legalidad, de razonabilidad,
violación de la cláusula de comercio y otros principios constitucionales e intromisión en facultades del Banco
Central de la República Argentina, que también se argumentan en la demanda, ello nos lleva a concluir que se
tratan de cuestiones de fondo. "La viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se
demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, y dentro de aquéllas la medida
innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de derecho existente al tiempo de su dictado,
habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que
justifica una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión" (Peyrano Jorge W. ?
Baracat, Edgar J. ? Medida Innovativa ? Rubinzal Culzoni -2009- pág. 63). Se da en el caso una cuestión que
imposibilita hacer lugar a la medida cautelar solicitada: la presunción de legitimidad que poseen los actos
administrativos y cuya ilegitimidad debe ser declarada por una Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría de
Trámites Originarios STJ autoridad competente. "Cuando la situación de hecho anterior a la sentencia
definitiva ha variado poniendo en peligro el resultado del pleito, corresponde la opción innovativa para volver
las cosas a su situación anterior; tal instituto no puede tener andamiento cuando consiste en variar la situación
actual adelantándose al resultado de la sentencia, tal como si se tratara de una resolución definitiva. La
procedencia de las medidas cautelares en cuestiones administrativas y más aún en las institucionales y en las
innovativas deben ser contempladas con rigurosidad. (STJ de Jujuy, 18-4-94, "Medina Miguel Marcos;
Cáceres, Estela del Carmen y Guaunuco c/ Concejo Deliberante de la Municipalidad de Humahuaca s/ Medida
cautelar Innovativa")" (Peyrano, Jorge ? Baracat, Edgar J. ? Medida Innovativa- Rubinzal Culzoni, 2009, págs.
530/531). "Cuando se cuestiona la validez de actos públicos de naturaleza normativa, la procedencia de la
medida cautelar innovativa por la que se pretende la modificación de la situación fáctica o jurídica existente al
momento de producirse la litis por la que se presentaba con anterioridad al acto que motivó el proceso es de
carácter restrictivo, debiendo concurrir notas de excepcionalidad - además de los presupuestos genéricos para
las medidas cautelares - en razón de la presunción de legitimidad de los actos de los poderes públicos, en tanto
no haya sido declarada su inconstitucionalidad o invalidez, y de las particulares restricciones del artículo 230
del CPCCN aplicables a fortiori en la cautelar innovativa, y en especial, la necesidad de inexistencia de otra
medida cautelar apta (STJ de Tierra del Fuego, 16-6-94, E.D. 162-13, con nota de Germán Bidart Campos)"
(Op. Cit. págs. 532/533). En consonancia con el Fallo Nº 12.052 de fecha 05 de junio de 2020, dictado por
este Superior Tribunal de Justicia, en los autos: "Roble Laura Patricia s/ Preparación de la Acción" Inc.
Medida Cautelar, Expte. Nº 190 - Fº Nº 80 - Año 2019, si bien la presentación intenta justificar el
cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de la tutela anticipada pretendida -verosimilitud del
derecho y peligro en la demora- lo cierto es que la situación que surge del caso sometido a examen, impide
considerar que se hubiera acreditado, como corresponde, la existencia de peligro en la demora, en tanto, se
requiere que Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría de Trámites Originarios STJ sobrevenga un perjuicio o
daño inminente que transformará en tardío el eventual reconocimiento del derecho invocado como fundamento
de la pretensión. "En este riesgo reside el interés principal que respalda a toda pretensión cautelar. Al respecto,
Chiovenda afirma que se trata del "temor de un daño jurídico, es decir, la inminencia de un posible daño a un
derecho o a un posible derecho" (Chiovenda, Giuseppe, Instituciones de derecho procesal civil, T I, p. 299). ?
En tal entendimiento, el requirente deberá exponer las razones, provenientes de circunstancias objetivas o
subjetivas que así lo indiquen, por las cuales es menester que el Juez le conceda el anticipo jurisdiccional (STJ
Fsa. Fallo Nº 12.052/2020 ya mencionado y reiterado en el Fallo Nº 12.212/2021 "Vázquez, Edgardo").
"Ahora bien, el peligro debe probarse en forma adecuada, pues la inactividad del peticionante por el transcurso
del tiempo sin instar los reclamos legales, quedó plasmada y? se especificó que resultaba contradictoria su
conducta, por cuanto pretende urgencia en el tratamiento de una medida cautelar luego de pasar más de veinte
(20) meses desde el dictado de la resolución impugnada" (STJ Fsa. Fallo Nº 12.212/2021 "Vázquez,
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Edgardo"). Estamos entonces ante una situación en la cual la peticionante expresamente manifiesta en pág. 21
vta. que el 27 de octubre de 2020 se le notificó de la Resolución Nº 6328/20 mediante la cual se le rechazó el
recurso jerárquico, agotándose la instancia administrativa y quedando expedita la vía contenciosa
administrativa. En función de ello, inició la preparación de la acción contenciosa el 25 de octubre de 2021, y
es recién en fecha 07 de abril de 2022 que solicitó la medida cautelar alegando peligro en la demora, es decir,
habiendo transcurrido un (1) año y prácticamente seis (6) meses. Que no se alcanza a vislumbrar la existencia
del peligro en la demora que alega el peticionante de la medida cautelar, teniendo en cuenta que, a pesar de
haber solicitado ante la DGR la suspensión del acto, sin que el Organismo se haya expedido, tardó casi un año
y medio en presentarla ante esta instancia, resultando prima facie por lo menos contradictorio que se alegue tal
demora. A ello debe sumarse que del estudio de las actuaciones Cde. Expte. Nº 55/21 ? reg. Secretaría de
Trámites Originarios STJ resulta que de los actos impugnados no surgen elementos que indiquen -a priori- un
vicio en lo que a su legitimidad se refiere ni tampoco se configuran los demás requisitos de admisibilidad de la
medida solicitada, toda vez que, en definitiva, los actos de los poderes públicos dictados en derecho y en la
forma establecida por la ley gozan de una presunción de legalidad que, en el caso concreto, la parte actora no
ha podido desvirtuar en su escrito de solicitud, correspondiendo el rechazo del pedido de suspensión del acto
administrativo. Con costas a la actora (art. 68 Código Procesal Civil y Comercial -CPCC-). Por todo ello, con
las opiniones concordantes de los señores Ministros Dres. Guillermo Horacio Alucin, Marcos Bruno
Quinteros, Ariel Gustavo Coll, Eduardo Manuel Hang y Ricardo Alberto Cabrera que forman la mayoría
absoluta que prescribe el artículo 25 de la Ley Nº 521 y sus modificatorias y artículo 126 del Reglamento
Interno para la Administración de Justicia, el EXCMO. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA RESUELVE:
1) No hacer lugar a la suspensión del acto administrativo solicitada. 2) Imponer las costas a la parte actora
(artículo 68 del CPCC). 3) Regístrese, notifíquese y siga la causa según su estado. GUILLERMO HORACIO
ALUCIN MARCOS BRUNO QUINTEROS ARIEL GUSTAVO COLL EDUARDO MANUEL HANG
RICARDO ALBERTO CABRERA ANTE MÍ: MARÍA CELESTE CÓRDOBA Abogada Secretaria Superior
Tribunal de Justicia

Fin del Fallo
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